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RESUMEN

La acción de protección constituye una de las principales 
garantías jurisdiccionales del sistema constitucional ecua-
toriano, destinada a proteger de manera directa e inme-
diata los derechos reconocidos en la Constitución frente 
a actos u omisiones de autoridades públicas o de parti-
culares. El presente estudio tuvo como objetivo analizar 
críticamente los criterios de procedencia y exclusión de 
la acción de protección dentro del ordenamiento jurídico 
ecuatoriano, considerando su regulación normativa y su 
interpretación jurisprudencial. La metodología aplicada co-
rrespondió a un enfoque cualitativo de tipo jurídico-dogmá-
tico, basado en el análisis documental de la Constitución 
de la República del Ecuador, la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, así como en la 
revisión de doctrina especializada y jurisprudencia consti-
tucional. Los resultados evidenciaron que, aunque la nor-
mativa establece criterios claros para determinar la proce-
dencia de la acción de protección, en la práctica judicial se 
han desarrollado interpretaciones restrictivas que limitan 
su acceso efectivo, particularmente mediante la aplicación 
amplia de las causales de improcedencia relacionadas 
con la existencia de vías ordinarias. Asimismo, se identificó 
que la jurisprudencia constitucional ha intentado delimitar 
el alcance de esta garantía con el objetivo de evitar su utili-
zación como mecanismo sustitutivo de procesos judiciales 
ordinarios. Se concluyó que resulta necesario fortalecer la 
coherencia interpretativa en la aplicación de los criterios 
de procedencia y exclusión de la acción de protección, 
con el fin de garantizar un equilibrio adecuado entre la se-
guridad jurídica y la tutela judicial efectiva de los derechos 
constitucionales.
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ABSTRACT

The protection action constitutes one of the most important 
jurisdictional guarantees within the Ecuadorian constitutio-
nal system, designed to ensure the immediate protection of 
constitutional rights against acts or omissions of public au-
thorities or private individuals. This study aimed to critically 
analyze the criteria for admissibility and exclusion of the 
protection action within the Ecuadorian legal system, con-
sidering both its normative regulation and its jurisprudential 
interpretation. The methodology followed a qualitative le-
gal-dogmatic approach based on documentary analysis of 
the Constitution of the Republic of Ecuador, the Organic Law 
of Jurisdictional Guarantees and Constitutional Control, as 
well as specialized doctrine and constitutional jurispruden-
ce. The results revealed that although the legal framework 
establishes clear criteria regarding the admissibility of the 
protection action, judicial practice has developed restric-
tive interpretations that limit its effective access, particu-
larly through the extensive application of inadmissibility 
grounds related to the existence of ordinary legal remedies. 
Furthermore, constitutional jurisprudence has sought to de-
limit the scope of this guarantee in order to prevent its use 
as a substitute for ordinary judicial procedures. The study 
concluded that it is necessary to strengthen interpretative 
coherence in the application of the criteria of admissibility 
and exclusion of the protection action, ensuring an ade-
quate balance between legal certainty and effective judi-
cial protection of constitutional rights.
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INTRODUCCIÓN

La protección efectiva de los derechos fundamenta-
les constituye uno de los pilares del constitucionalismo 
contemporáneo. En este contexto, los sistemas constitu-
cionales modernos han desarrollado diversas garantías 
jurisdiccionales orientadas a asegurar la vigencia real y 
efectiva de los derechos reconocidos en las constitucio-
nes y en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos (Ferrajoli, 2016; Fuentes-Águila et al., 2026). 
Desde la perspectiva del neoconstitucionalismo, los de-
rechos fundamentales dejan de ser simples declaracio-
nes programáticas para convertirse en normas jurídicas 
directamente exigibles, lo que exige la existencia de me-
canismos judiciales capaces de garantizar su protección 
efectiva (Ávila Santamaría, 2011; Medina-Peña & Torres-
Espinoza, 2024).

En el caso ecuatoriano, la Constitución (Ecuador. 
Asamblea Nacional Constituyente, 2008) consolidó un 
modelo de Estado constitucional de derechos y justicia, 
en el cual los derechos fundamentales adquieren una 
posición central dentro del ordenamiento jurídico. Esta 
transformación responde al paradigma del neoconstitu-
cionalismo, caracterizado por la supremacía constitucio-
nal, la fuerza normativa de los derechos fundamentales y 
el fortalecimiento del control jurisdiccional como garan-
tía de su efectividad (Ávila Santamaría, 2011; Carbonell, 
2003). En este marco, se establecieron diversas garan-
tías jurisdiccionales destinadas a asegurar la protección 
efectiva de los derechos constitucionales, entre las cua-
les destaca la acción de protección.

La acción de protección se configura como un mecanis-
mo procesal orientado a garantizar la tutela inmediata 
de los derechos constitucionales frente a actos u omisio-
nes de autoridades públicas o de particulares que pue-
dan vulnerarlos. Su finalidad consiste en restablecer el 
ejercicio pleno de los derechos afectados mediante una 
intervención judicial rápida y efectiva. De acuerdo con 
Fuentes-Águila et al. (2026), esta garantía constituye uno 
de los instrumentos procesales más relevantes del siste-
ma ecuatoriano de justicia constitucional, pues permite 
hacer efectiva la supremacía de la Constitución mediante 
la reparación integral de las vulneraciones a los derechos 
fundamentales.

Diversos estudios recientes destacan que las garan-
tías jurisdiccionales representan el principal instrumen-
to constitucional para asegurar la eficacia práctica de 
los derechos fundamentales, fortaleciendo el acceso a 
la justicia y el control de las actuaciones de los pode-
res públicos. En este sentido, Jama Romero & Intriago 
Solórzano (2025) sostienen que la acción de protección 
constituye un mecanismo esencial para materializar el 
principio de tutela judicial efectiva y garantizar el acceso 
de la ciudadanía a la justicia constitucional, siempre que 
su aplicación responda a los principios establecidos por 
la Constitución.

No obstante, la aplicación práctica de esta garantía ha ge-
nerado debates doctrinales y jurisprudenciales en torno a 
los criterios de procedencia y a las causales de exclu-
sión previstas en la legislación ecuatoriana. En múltiples 
decisiones judiciales se ha considerado improcedente la 
acción de protección cuando existen vías judiciales ordi-
narias disponibles o cuando se estima que la controversia 
corresponde al ámbito de la legalidad y no al de la cons-
titucionalidad. Ramírez Torres (2024) señala que uno de 
los principales desafíos consiste en armonizar el respeto 
por las competencias de la jurisdicción ordinaria con la 
obligación de garantizar una protección efectiva de los 
derechos constitucionales, evitando interpretaciones que 
limiten injustificadamente el acceso a esta garantía.

Estas interpretaciones han generado discusiones respec-
to al alcance real de la acción de protección y su eficacia 
como mecanismo de tutela judicial efectiva. Por un lado, 
se sostiene que la delimitación de los criterios de proce-
dencia resulta necesaria para evitar la utilización indebi-
da de esta garantía como mecanismo sustitutivo de pro-
cesos ordinarios. Por otro lado, diversos autores advierten 
que interpretaciones excesivamente restrictivas pueden 
limitar el acceso a la justicia constitucional y debilitar la 
protección de los derechos fundamentales. En esta línea, 
Mesa Molina & Suárez Venegas (2025) evidencian que 
una interpretación formalista de las garantías jurisdiccio-
nales puede dificultar la protección efectiva de derechos 
en ámbitos específicos, como el educativo, poniendo de 
manifiesto la necesidad de privilegiar criterios orientados 
a la eficacia material de los derechos por encima de exi-
gencias meramente procedimentales.

Asimismo, Hermoza Vinueza et al. (2025) advierten que la 
aplicación inadecuada de las garantías constitucionales 
puede generar efectos contrarios a los principios de jus-
ticia que pretenden proteger, especialmente cuando se 
produce un uso desproporcionado o una interpretación 
extensiva que afecta la seguridad jurídica y el equilibrio 
entre los distintos mecanismos de tutela judicial. Este 
planteamiento evidencia la necesidad de mantener un 
adecuado equilibrio entre la protección efectiva de los 
derechos fundamentales y el respeto por las competen-
cias propias de la jurisdicción ordinaria.

En este contexto, resulta pertinente analizar críticamente 
los criterios de procedencia y exclusión de la acción de 
protección dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano, 
con el fin de evaluar si su aplicación práctica se ajusta a 
los principios constitucionales que orientan el sistema de 
protección de derechos.

El constitucionalismo ecuatoriano, profundamente trans-
formado a partir de 2008, ha otorgado un lugar central 
a las garantías jurisdiccionales como mecanismos para 
la justiciabilidad directa de los derechos fundamentales. 
La acción de protección, consagrada en el artículo 86 de 
la Constitución de la República del Ecuador y desarro-
llada en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
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y Control Constitucional, constituye la herramienta más 
representativa de este sistema. Su finalidad es salva-
guardar los derechos constitucionales frente a vulnera-
ciones provenientes de autoridades públicas no judicia-
les o de particulares, garantizando la supremacía de la 
Constitución y la eficacia de los derechos fundamentales 
(Fuentes-Águila et al., 2026).

A pesar de su trascendental importancia, la acción de 
protección no es un mecanismo ilimitado. Su utilización 
indiscriminada ha generado preocupaciones sobre la 
posible desnaturalización de su finalidad constitucional, 
lo que ha impulsado un importante desarrollo doctrinal 
y jurisprudencial orientado a delimitar sus presupuestos 
de procedencia y sus causales de improcedencia. Como 
sostiene Carbonell (2003), el control constitucional solo 
resulta eficaz cuando existen criterios claros que permi-
tan distinguir las controversias constitucionales de aque-
llas que corresponden exclusivamente al ámbito de la 
legalidad ordinaria.

El objetivo de este artículo es examinar críticamente los 
criterios que rigen la procedencia y la exclusión de la ac-
ción de protección en el ordenamiento jurídico ecuatoria-
no. Para ello, se abordará el marco normativo pertinen-
te, se analizarán los principales pronunciamientos de la 
Corte Constitucional y se propondrá una sistematización 
de las reglas que orientan su aplicación en la práctica 
judicial.

MATERIALES Y MÉTODOS

La presente investigación se desarrolló bajo un enfoque 
cualitativo, sustentado en el método jurídico-dogmático y 
en la investigación documental, propios de las ciencias 
jurídicas. Este enfoque permitió examinar de manera sis-
temática el marco constitucional, legal y jurisprudencial 
que regula la acción de protección en el ordenamiento 
jurídico ecuatoriano, con especial atención a los criterios 
de procedencia y a las causales de exclusión que condi-
cionan su aplicación.

Como eje central de la investigación se empleó el método 
jurídico-dogmático, orientado al análisis e interpretación 
de las normas jurídicas vigentes, su estructura, conteni-
do y coherencia interna. Para ello, se realizó un estudio 
de las disposiciones contenidas en la Constitución de 
la República del Ecuador (Ecuador. Asamblea Nacional 
Constituyente, 2008) y en la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2009), con el propósito de identificar 

los presupuestos normativos que determinan la proce-
dencia e improcedencia de la acción de protección.

De forma complementaria, se desarrolló un análisis ju-
risprudencial de las sentencias emitidas por la Corte 
Constitucional del Ecuador, con el fin de identificar los 
principales criterios interpretativos construidos por este 
órgano respecto del alcance, naturaleza y límites de esta 
garantía jurisdiccional. La revisión permitió examinar la 
evolución de la doctrina constitucional y su incidencia en 
la aplicación práctica de la acción de protección.

Asimismo, se efectuó una revisión bibliográfica de litera-
tura jurídica especializada, integrada por libros, artículos 
científicos, estudios doctrinales y otras fuentes acadé-
micas relevantes en materia de derecho constitucional, 
garantías jurisdiccionales, tutela judicial efectiva y protec-
ción de los derechos fundamentales. Esta revisión pro-
porcionó el sustento teórico necesario para contextualizar 
el problema de investigación y contrastar las diferentes 
posiciones doctrinales existentes.

La información recopilada fue procesada mediante técni-
cas de interpretación jurídica, análisis doctrinal y sistema-
tización de la información, complementadas con un aná-
lisis comparativo entre el marco normativo y los criterios 
jurisprudenciales. Este procedimiento permitió identificar 
convergencias, divergencias y tensiones interpretativas 
en torno a los requisitos de procedencia y las causales 
de exclusión de la acción de protección, aportando ele-
mentos para una valoración crítica de su aplicación en el 
sistema jurídico ecuatoriano.

RESULTADOS Y DISCUSIÓN

El análisis normativo permitió identificar que la acción de 
protección se encuentra reconocida como una garantía 
jurisdiccional destinada a proteger los derechos cons-
titucionales frente a actos u omisiones de autoridades 
públicas o de particulares. La Constitución (Ecuador. 
Asamblea Nacional Constituyente, 2008) establece que 
esta acción procede cuando se produce una vulneración 
de derechos constitucionales y no existen otros meca-
nismos judiciales eficaces para garantizar su protección 
inmediata.

La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional (Ecuador. Asamblea Nacional, 2009) desa-
rrolla los elementos procesales de esta acción y estable-
ce las reglas aplicables para su tramitación, incluyendo 
las causales de improcedencia orientadas a evitar su uti-
lización indebida (Tabla 1).
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Tabla 1. Criterios de procedencia de la acción de protección en Ecuador.

Criterio Descripción Base normativa

Vulneración de derechos 
constitucionales

Debe existir afectación directa a derechos reconoci-
dos constitucionalmente Constitución del Ecuador

Acto u omisión de autoridad 
pública

Procede frente a actuaciones u omisiones de autori-
dades públicas no judiciales Constitución del Ecuador

Actos de particulares Procede cuando particulares vulneran derechos en 
determinadas circunstancias

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional

Inexistencia de vía judicial 
eficaz

No deben existir mecanismos judiciales idóneos para 
resolver el conflicto

Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
y Control Constitucional

Criterios jurisprudenciales sobre procedencia

El análisis jurisprudencial evidenció que la Corte Constitucional del Ecuador ha desarrollado criterios orientados a 
delimitar el alcance de la acción de protección. Entre estos criterios se destaca la necesidad de que exista una vulne-
ración directa de derechos constitucionales y no únicamente una controversia relacionada con la aplicación de normas 
legales.

Asimismo, la jurisprudencia ha establecido que la acción de protección no debe utilizarse como un mecanismo susti-
tutivo de los procedimientos judiciales ordinarios cuando estos resultan adecuados para resolver el conflicto jurídico 
planteado (Tabla 2, Figura 1).

Tabla 2. Principales causales de improcedencia de la acción de protección.

Causal Descripción

Existencia de vía judicial ordinaria El conflicto puede resolverse mediante procesos judiciales ordinarios

Cuestiones de mera legalidad La controversia se refiere únicamente a interpretación de normas legales

Actos jurisdiccionales No procede contra decisiones judiciales

Ausencia de vulneración constitucional No existe afectación directa a derechos constitucionales

Figura 1. Distribución de casos por derecho vulnerado.

Marco normativo y conceptualización de la acción de protección

La acción de protección constituye una de las principales garantías jurisdiccionales previstas en la Constitución de la 
República del Ecuador para la tutela de los derechos constitucionales. Su fundamento se encuentra en el artículo 88 
de la Constitución (Ecuador. Asamblea Nacional Constituyente, 2008), el cual dispone que esta garantía tiene por ob-
jeto el amparo directo y eficaz de los derechos reconocidos constitucionalmente cuando estos hayan sido vulnerados 
por actos u omisiones de autoridades públicas no judiciales o, en los casos previstos por la propia Constitución, por 
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particulares. Su finalidad es restablecer el goce efectivo 
de los derechos afectados mediante un mecanismo judi-
cial de carácter inmediato y efectivo.

El régimen general aplicable a las garantías jurisdic-
cionales se encuentra previsto en el artículo 86 de la 
Constitución de la República del Ecuador, que establece 
los principios y reglas que orientan su tramitación. Entre 
estos destacan la sencillez, celeridad, eficacia, informa-
lidad y gratuidad del procedimiento, con el propósito 
de asegurar una protección judicial oportuna y efecti-
va de los derechos fundamentales (Ecuador. Asamblea 
Nacional Constituyente, 2008).

Por su parte, el artículo 94 de la Constitución regula la ac-
ción extraordinaria de protección, garantía de naturaleza 
distinta que tiene como finalidad el control constitucional 
de las sentencias, autos definitivos y resoluciones con 
fuerza de sentencia ejecutoriadas, cuando estas hayan 
vulnerado derechos constitucionales o el debido proceso 
(Ecuador. Asamblea Nacional Constituyente, 2008). De 
esta manera, el constituyente diferenció claramente los 
ámbitos de aplicación de ambas acciones, reservando la 
acción de protección para la tutela inmediata de los dere-
chos frente a actos u omisiones vulneratorios y la acción 
extraordinaria de protección para el control constitucional 
de las decisiones jurisdiccionales.

En el ámbito legal, la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2009) desarrolla el régimen jurídico 
de la acción de protección en sus artículos 39 al 46, preci-
sando sus elementos esenciales, requisitos de proceden-
cia y causales de improcedencia. El artículo 39 reafirma 
que esta garantía tiene como finalidad el amparo directo y 
eficaz de los derechos constitucionales, consolidando su 
carácter como mecanismo preferente de tutela judicial.

En relación con la legitimación activa, el artículo 40 dis-
pone que la acción de protección puede ser interpuesta 
por cualquier persona, grupo de personas, comunidad, 
pueblo o nacionalidad cuyos derechos constitucionales 
hayan sido vulnerados o amenazados, garantizando así 
un amplio acceso a la justicia constitucional en consonan-
cia con el principio de tutela judicial efectiva.

Por otro lado, el artículo 42 establece las principales cau-
sales de improcedencia de la acción de protección, entre 
las que se encuentran la existencia de otra vía judicial 
adecuada y eficaz para la protección del derecho, la 
impugnación de providencias judiciales y aquellas pre-
tensiones cuyo contenido sea exclusivamente indemni-
zatorio. Estas limitaciones buscan preservar el carácter 
excepcional de la garantía constitucional y evitar que sea 
utilizada como un mecanismo sustitutivo de los procesos 
ordinarios o de otros medios de impugnación previstos 
por el ordenamiento jurídico.

El marco constitucional y legal evidencia que la acción 
de protección constituye un instrumento esencial para la 

tutela de los derechos fundamentales dentro del Estado 
constitucional de derechos y justicia. No obstante, la 
delimitación de sus requisitos de procedencia y de las 
causales de exclusión ha generado importantes debates 
doctrinales y jurisprudenciales, particularmente en torno 
a la interpretación del principio de subsidiariedad y a la 
determinación de cuándo existe una vía judicial ordinaria 
verdaderamente adecuada y eficaz para la protección de 
los derechos constitucionales.

Fundamento constitucional y legal de la acción de pro-
tección

La acción de protección constituye una de las garantías 
jurisdiccionales más importantes del Estado constitucio-
nal de derechos y justicia ecuatoriano, al estar concebida 
como el mecanismo judicial destinado a asegurar la tutela 
directa, inmediata y efectiva de los derechos constitucio-
nales. Su fundamento se encuentra en el artículo 88 de 
la Constitución de la República del Ecuador (CRE), que 
establece que esta garantía tiene por objeto el amparo di-
recto y eficaz de los derechos reconocidos cuando estos 
resulten vulnerados por actos u omisiones de autorida-
des públicas no judiciales o, en los casos expresamen-
te previstos por la propia Constitución, por particulares 
(Ecuador. Asamblea Nacional Constituyente, 2008).

El régimen general de las garantías jurisdiccionales está 
previsto en el artículo 86 de la Constitución (Ecuador. 
Asamblea Nacional Constituyente, 2008), disposición 
que establece los principios rectores aplicables a estos 
mecanismos de protección. De este precepto constitu-
cional se desprenden las características esenciales de la 
acción de protección, entre las que destacan la sencillez, 
la celeridad, la sumariedad, la inmediación, la eficacia y 
la gratuidad del procedimiento, principios que buscan 
garantizar una respuesta judicial rápida y efectiva frente 
a la vulneración de derechos constitucionales. Asimismo, 
el numeral tercero del citado artículo incorpora el prin-
cipio de subsidiariedad, al establecer que las garantías 
jurisdiccionales no procederán cuando exista otro meca-
nismo judicial adecuado y eficaz para la protección del 
derecho vulnerado.

Por su parte, el artículo 94 de la Constitución regula la 
acción extraordinaria de protección, destinada al control 
constitucional de sentencias, autos definitivos y resolucio-
nes con fuerza de sentencia ejecutoriadas que vulneren 
derechos constitucionales o el debido proceso. Esta di-
ferenciación constitucional delimita claramente el ámbito 
de aplicación de ambas garantías, reservando la acción 
de protección para la tutela inmediata de los derechos 
fundamentales y la acción extraordinaria de protección 
para el control de constitucionalidad de las decisiones 
judiciales (Ecuador. Asamblea Nacional Constituyente, 
2008).

El desarrollo legislativo de estas disposiciones se en-
cuentra en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales 
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y Control Constitucional (Ecuador. Asamblea Nacional, 
2009), particularmente en los artículos 39 al 46, donde 
se regulan los requisitos, el procedimiento y las causales 
de improcedencia de la acción de protección. El artícu-
lo 39 reafirma que esta garantía tiene como finalidad el 
amparo directo y eficaz de los derechos constitucionales, 
mientras que el artículo 40 reconoce una amplia legitima-
ción activa, permitiendo que la acción sea interpuesta 
por cualquier persona, grupo de personas, comunidad, 
pueblo o nacionalidad cuyos derechos hayan sido vulne-
rados, e incluso por la Defensoría del Pueblo cuando se 
trate de la protección de grupos de atención prioritaria. 
Finalmente, el artículo 42 establece las causales de im-
procedencia de la acción, entre ellas la existencia de otra 
vía judicial adecuada y eficaz, la impugnación de provi-
dencias judiciales y las pretensiones de carácter exclusi-
vamente indemnizatorio.

Distinción entre procedencia e improcedencia

Uno de los principales problemas identificados tanto en la 
doctrina como en la práctica judicial Uno de los principa-
les problemas identificados tanto en la doctrina como en 
la práctica judicial ecuatoriana radica en la frecuente con-
fusión entre los conceptos de procedencia e improceden-
cia de la acción de protección. En numerosas decisiones 
judiciales ambos términos son utilizados indistintamente, 
pese a que responden a momentos procesales y presu-
puestos jurídicos claramente diferenciados.

La procedencia hace referencia a la viabilidad material de 
la acción para conocer y resolver una controversia rela-
cionada con la presunta vulneración de un derecho cons-
titucional. Implica verificar si concurren los presupuestos 
que justifican la intervención del juez constitucional como 
garante de los derechos fundamentales. Por el contrario, 
la improcedencia constituye una decisión adoptada lue-
go del análisis jurídico correspondiente, mediante la cual 
se determina que la acción no reúne los presupuestos 
materiales exigidos por el ordenamiento constitucional y 
legal para otorgar la protección solicitada, conforme a las 
causales previstas en el artículo 42 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
(Ecuador. Asamblea Nacional, 2009).

Esta diferenciación posee una importancia práctica sig-
nificativa, ya que evita convertir la acción de protección 
en un mecanismo alternativo de revisión de controversias 
ordinarias y preserva su naturaleza como garantía excep-
cional destinada exclusivamente a la tutela de los dere-
chos constitucionales.

Criterios de procedencia de la acción de protección

La procedencia de la acción de protección exige la verifi-
cación de determinados presupuestos constitucionales y 
legales cuya concurrencia debe ser analizada por el juez 
constitucional en cada caso concreto.

El primer requisito consiste en la existencia de una vulne-
ración o amenaza inminente de un derecho constitucio-
nal. El objeto de esta garantía no es la protección de de-
rechos de naturaleza legal, contractual o estatutaria, sino 
exclusivamente de aquellos derechos reconocidos en la 
Constitución (Ecuador. Asamblea Nacional Constituyente, 
2008) y en los instrumentos internacionales de derechos 
humanos aplicables al ordenamiento jurídico ecuatoriano 
(Asamblea Constituyente de Ecuador, 2008, art. 86.3). En 
consecuencia, la simple infracción de normas legales no 
justifica el ejercicio de esta garantía constitucional si no 
existe una afectación directa de un derecho fundamental.

El segundo presupuesto corresponde a la legitimación ac-
tiva. De conformidad con el artículo 40 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
(Ecuador. Asamblea Nacional, 2009), la acción puede ser 
presentada por la persona cuyos derechos hayan sido 
vulnerados o amenazados, por quien actúe en su repre-
sentación cuando exista imposibilidad de hacerlo direc-
tamente, así como por la Defensoría del Pueblo cuando 
intervenga en defensa de personas, comunidades, pue-
blos, nacionalidades o colectivos pertenecientes a gru-
pos de atención prioritaria. Este amplio reconocimiento 
de la legitimación activa responde al principio de acceso 
efectivo a la justicia constitucional.

Otro presupuesto relevante es el principio de inmediatez. 
Aunque la legislación ecuatoriana no establece un plazo 
de caducidad para el ejercicio de la acción de protección, 
la jurisprudencia de la Corte Constitucional del Ecuador 
ha sostenido que esta debe interponerse dentro de un 
tiempo razonable desde la ocurrencia de la vulneración, 
evitando dilaciones injustificadas que desnaturalicen su 
finalidad preventiva y reparadora. La valoración de este 
requisito debe efectuarse considerando las circunstan-
cias particulares de cada caso, privilegiando el acceso 
a la justicia constitucional, pero rechazando la inactividad 
injustificada de quien promueve la acción.

Finalmente, el presupuesto que ha generado el ma-
yor desarrollo doctrinal y jurisprudencial es el principio 
de subsidiariedad. Tanto el artículo 86, numeral 3, de 
la Constitución de la República del Ecuador (Ecuador. 
Asamblea Nacional Constituyente, 2008) como el ar-
tículo 42, numeral 4, de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2009) establecen que la acción de 
protección únicamente resulta improcedente cuando 
exista otro mecanismo judicial que sea simultáneamente 
adecuado y eficaz para garantizar la protección del de-
recho vulnerado. En este sentido, la Corte Constitucional 
del Ecuador ha desarrollado un criterio interpretativo 
según el cual la mera existencia de una vía judicial or-
dinaria no constituye, por sí sola, motivo suficiente para 
rechazar la acción de protección. Corresponde al juez 
constitucional determinar si ese mecanismo alternativo 
ofrece una tutela equivalente en términos de oportunidad, 
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efectividad y capacidad para restablecer integralmente 
el derecho afectado. En consecuencia, cuando la vía or-
dinaria resulte excesivamente lenta, insuficiente o inca-
paz de proporcionar una reparación integral y oportuna, 
la acción de protección conserva plenamente su proce-
dencia como garantía de tutela efectiva de los derechos 
constitucionales.

Criterios de exclusión: causales de improcedencia de la 
acción de protección

Si bien la acción de protección constituye el principal 
mecanismo de tutela de los derechos constitucionales en 
el ordenamiento jurídico ecuatoriano, su ejercicio no es 
ilimitado. Con el propósito de preservar su naturaleza ex-
cepcional y evitar que sustituya a los procesos judiciales 
ordinarios, el artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2009) establece un conjunto de cau-
sales de improcedencia que delimitan objetivamente el 
ámbito de aplicación de esta garantía constitucional.

Una de las principales causales de improcedencia se 
configura cuando la pretensión tiene como finalidad ex-
clusiva la declaración de la titularidad de un derecho. 
La acción de protección no fue concebida para resolver 
controversias relativas a la existencia, reconocimiento o 
titularidad de derechos patrimoniales, contractuales o de 
cualquier otra naturaleza jurídica cuya determinación re-
quiera un amplio debate probatorio. Su finalidad consiste 
en restablecer el ejercicio de derechos constitucionales 
previamente reconocidos cuya vulneración resulte evi-
dente. En consecuencia, las controversias relacionadas 
con la determinación de la propiedad de bienes, el cum-
plimiento de obligaciones contractuales o cualquier otro 
conflicto de naturaleza eminentemente legal deben resol-
verse mediante los procedimientos ordinarios estableci-
dos por el ordenamiento jurídico.

Otra causal de improcedencia corresponde a las pre-
tensiones de carácter exclusivamente indemnizatorio. 
De conformidad con el artículo 42 de la Ley Orgánica 
de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
(Ecuador. Asamblea Nacional, 2009) la acción de pro-
tección no puede interponerse cuando la única finalidad 
del accionante sea obtener una compensación económi-
ca. Si bien la reparación integral que puede ordenar el 
juez constitucional comprende medidas indemnizatorias 
cuando estas resulten necesarias para restituir el dere-
cho vulnerado, la indemnización no constituye el objeto 
principal de esta garantía, cuyo propósito esencial es el 
restablecimiento efectivo de los derechos constituciona-
les afectados.

Asimismo, la acción de protección resulta improceden-
te cuando se pretende impugnar providencias judiciales, 
sentencias o autos ejecutoriados dictados por los órga-
nos de la jurisdicción ordinaria. El constituyente reservó 
el control constitucional de las decisiones judiciales para 

la acción extraordinaria de protección, regulada en el ar-
tículo 94 de la Constitución de la República del Ecuador 
(Ecuador. Asamblea Nacional Constituyente, 2008), cuya 
competencia corresponde exclusivamente a la Corte 
Constitucional, una vez agotados los recursos ordinarios 
y extraordinarios previstos por la legislación procesal vi-
gente. Esta delimitación competencial garantiza la segu-
ridad jurídica, el respeto al principio de cosa juzgada y la 
adecuada distribución de competencias entre la jurisdic-
ción ordinaria y la jurisdicción constitucional.

En consecuencia, las causales de improcedencia pre-
vistas en el artículo 42 de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional (Ecuador. 
Asamblea Nacional, 2009) responden al principio de 
subsidiariedad que caracteriza a la justicia constitucio-
nal ecuatoriana. Su finalidad no es restringir el acceso a 
la tutela judicial efectiva, sino preservar la naturaleza ex-
cepcional de la acción de protección, reservándola para 
aquellos casos en los que exista una vulneración de de-
rechos constitucionales que no pueda ser reparada de 
manera adecuada y eficaz mediante los mecanismos ju-
diciales ordinarios previstos por el ordenamiento jurídico.

CONCLUSIONES

La investigación permitió evidenciar que la acción de 
protección constituye un instrumento fundamental para la 
protección efectiva de los derechos constitucionales den-
tro del sistema jurídico ecuatoriano.

El análisis normativo y jurisprudencial demostró que, si 
bien la legislación establece criterios claros de proceden-
cia y causales de improcedencia, en la práctica judicial 
se han desarrollado interpretaciones que en determina-
dos casos pueden restringir el acceso a esta garantía 
constitucional.

En particular, se identificó que la aplicación amplia del 
criterio relacionado con la existencia de vías judiciales or-
dinarias puede generar limitaciones en la tutela efectiva 
de los derechos cuando dichas vías no resultan verda-
deramente idóneas para resolver el conflicto de manera 
oportuna.

En consecuencia, resulta necesario fortalecer la cohe-
rencia interpretativa en la aplicación de los criterios de 
procedencia y exclusión de la acción de protección, 
garantizando un equilibrio adecuado entre el respeto al 
sistema procesal ordinario y la protección efectiva de los 
derechos constitucionales.
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